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PI1 28571/7

"RAMIREZ FERNANDO RAFAEL-CHAVEZ PEDRO CELESTINO P/VEJACIONES-CURUZU CUATIA"

Dejo constancia que en el día de la fecha no funcionándole sistema IURIX se procede a dejar constancia de la Sentencia dictada en autos en sistema Microsoft Office Word 2003, de acuerdo al plan de contingencia. Conste.-
Secretaría, 10 de mayo de 2018.-

SENTENCIA N° 41/18.

Causa N° 28571/2007

RAMIREZ, Fernando Rafael y otro s/ sobreseimiento por prescripción de la acción penal.

///cedes, Corrientes, 10 de mayo de 2018.



Y VISTOS: Para resolver sobre las cuestiones preliminares introducidas por el señor Defensor de confianza de Fernando Rafael Ramírez y la señora Defensora Oficial quien asiste técnicamente a Pedro Celestino Chávez.



Y CONSIDERANDO:



1°). En el requerimiento de elevación a juicio de fs. 363/371 y de fecha 14/07/17se atribuyó a los imputados Ramírez y Chávez la comisión del delito de vejaciones (artículos 45 y 144 bis inciso segundo primer supuesto del Código Penal), cuya escala punitiva en abstracto es de 1 a 5 años de prisión e inhabilitación especial por el doble del tiempo.



2°). En primer lugar el doctor Rómulo Espinoza, como cuestión preliminar y en síntesis por los argumentos que expuso que obran en el acta de debate solicitó la nulidad del requerimiento de elevación a juicio fundando su petición en la indeterminación de la conducta atribuida a su defendido Ramírez, lo que le impide a esa defensa y al imputado mismo conocer de qué se lo acusa y de qué defenderse al no precisarse en dicha pieza cuál ha sido la conducta atribuida, como así también al final de su exposición hizo mención a la violación del plazo razonable para la sustanciación de la presente causa. Finalizando su intervención haciendo reserva de recurrir en caso del dictado de una resolución desfavorable a su petición.

 

Por su parte la Sra. Defensora Oficial, Dra. María Alicia Colombi de Jaime, adhirió al planteo nulificatorio formulado por el Dr. Espinoza, adunando sus fundamentos en cuanto a la indeterminación de las conductas que habrían cometido ambos imputados. Asimismo, los fundamentos que expuso que obran en el acta de debate y a los cuales me remito solicitó la prescripción de la acción penal haciendo mención especialmente a que la misma ya había sido interpuesta en sede instructoria por su colega de la ciudad de Curuzú Cuatiá al oponerse al requerimiento de elevación de la causa a juicio, señalando que el señor Juez de grado hizo una interpretación “malampartem” del instituto planteado al momento de resolver la cuestión y no hacer lugar a lo solicitado.

 

Corrida la vista al Sr. Fiscal de Juicio de sendos planteos de nulidad y de prescripción formulados por las defensas, también por los motivos que expuso y que obran en el acta de debate manifestó en primer lugar que la causa no estaba prescripta sin perjuicio de haber transcurrido más de 10 años, fundando su rechazo en lo dispuesto en los artículos 62 y 67 del Código Penal, en que el plazo de prescripción se encuentra suspendido por la calidad de funcionarios públicos de los enjuiciados quienes hasta el día de hoy revisten la calidad de sub oficiales de policía de esta provincia. Que con relación a la nulidad impetrada contra el requerimiento de elevación a juicio expresó que las conductas de los imputados se encuentran correctamente descriptas tanto en el procesamiento como en el requerimiento de elevación a juicio de lo cual tenían pleno conocimiento los imputados y sus defensas, que el hecho se circunscribe a lo ocurrido en la comisaría y que las demás circunstancias fácticas mencionadas se refieren a los sucesos previos a lo ocurrido en la cuadra de la seccional finalizando su exposición que el ataque de invalidez introducido es una cuestión probatoria que se va a dilucidar con la sustanciación del juicio determinándose la autoría al momento de emitirse las conclusiones.

 

3°)A. Entrando a resolver el tribunal considera que corresponde en primer término tratar la cuestión de prescripción formulada por la Dra. Colombi, por ser un asunto de Orden Público.

 

Que del análisis de la causa se advierte que la misma se inició el 11 de septiembre de 2007 ante la fiscalía de Curuzú Cuatiá por denuncia de Críspulo Giles por el cual se requiriera la instrucción formal. Que a fs. 86 con fecha obra el decreto de fecha 14 de marzo de 2008 por el cual se realiza el primer llamado a declaración de imputados de Chávez y Ramírez, y a fs. 363/371 vta. como ya se mencionó ut supra obra el requerimiento de elevación a juicio, habiendo transcurrido entre ambas piezas procesales 9 años y 10 meses aproximadamente. 

 

Teniendo en cuenta que el artículo 67 del Código Penal en su redacción enumera taxativamente los actos que revisten entidad interruptiva de la prescripción, el Tribunal considera que, el lapso que corresponde computar según los artículos 62 inciso 2° y 67, inciso 2°, del Código Penal, esto es, de cinco años, sin que mediaran actos interruptivos conforme la normativa citada ni tampoco la comisión de delitos por parte delos imputados (cfr. los informes del Registro Nacional de Reincidencia de fs. 413/414 y 424/425).

 

Que los suscriptos consideramos que debe computarse que el plazo de prescripción es el de 5 años, ya que las penas previstas por el art. 144 bis del Código Penal deben interpretarse “in bonam partem” la de 5 años que es la pena de prisión que establece como máximo y no la de 10 años de inhabilitación que está tipificada como sanción conjunta o pena alternativa con la primera ya que  el art. 62 inc. 3)del código de fondo establece un máximo de 5 años para la prescripción de la pena de inhabilitación por lo cual no puede tenerse en cuenta en perjuicio de los encausados el plazo de 10 años del art. 144 bis, cuando el instituto de la prescripción en forma general ya establece un máximo de 5 años. En tal sentido se ha expedido nuestro Superior Tribunal de Justicia en el fallo N° 140/17 rta. 15/08/17 en causa PEX 52808/10 “SANCHEZ SERGIO ANIBAL P/ HOMICIDIO CULPOSO – SANTA ROSA” diciendo que “Así, si concurre la pena de prisión con la de inhabilitación, como en la quiebra culpable, por ejemplo (art. 177 C.P.,)  el plazo estará dado por el que corresponde a la primera. Igual si concurre la de multa con la de inhabilitación…” (ver voto del Dr. Chain).

            Asimismo, consideramos y no compartimos respetuosamente el criterio del Sr. Fiscal con respecto a que la calidad de funcionarios públicos del Cabo 1° Chávez y del Sargento 1° Ramírez(ver fs. 398) suspende el curso de la prescripción conforme al art. 67 del Código Penal, ya que sus condiciones de personal subalterno de la policía que revisten debe ser analizado e interpretado si han podido ejercer a lo largo de estos más de 10 años de “interminable” proceso algún tipo de injerencia o influencia en la investigación o en los magistrados tanto del ministerio público de la acusación como los de las judicaturas intervinientes en su beneficio o para lograr sus impunidades.

           En tal sentido la doctrina nos dice: “…Sin embargo el criterio que regía aquella suspensión radicaba en evitar que el funcionario público pudiera ejercer su influencia o recurrir a sus facultades funcionales para obstaculizar o impedir ejercicio de la acción penal…”, y “… Por ende, “por cargo público” no debe entenderse cualquier empleo estatal, sino al funcionario cuya jerarquía o vecindad con ésta, que permita sospechar que puede emplear su autoridad o influencia con el fin de perjudicar el ejercicio de la acción penal (ministro, secretario de Estado, subsecretario de Estado, juez, etc.) o de sus cómplices o persona de estricta confianza…” (conf. Horacio J. Romero Villanueva, “La Prescripción Penal”, Segunda Edición Actualizada, Ed. AbeledoPerrot, págs. 140, 141 y 142), circunstancia que tenemos en cuenta y como lo manifestó el Dr. Espinoza su defendido ha seguido su carrera policial hoy se encuentra destinado en Mocoretá, no advirtiéndose del legajo ni de su situación personal qué acción o influencias hizo o pudo haber realizado para lograr su impunidad, lo mismo es aplicable con relación a Chávez que no podemos dejar de tener en cuenta que se encuentra privado de libertad en la actualidad por otro proceso lo que limita aún más su posibilidad de ejercer presión como “funcionario público”.


     Por otra parte es insoslayable como lo han mencionado ambos defensores y en parte la fiscalía dejar de analizar la cuestión de plazo razonable en la sustanciación del presente proceso.

          Como bien lo ha señalado la fiscalía no se trata de una causa voluminosa, compleja, con muchos imputados o que amerite una larga investigación, pericias, dificultades en la recolección de pruebas que justifiquen que se haya demorado más de diez años en llegar a la apertura del debate y tener sometidas a proceso a personas vulnerando el derecho a tener una pronta resolución de su situación procesal y que culminen con la incertidumbre o sospechas y el estigma que significa estar sometido a un proceso penal como imputado. 


 

Que del análisis de la causa surge a simple vista que no ha habido trámite alguno que permita justificar la mora en el avance de la investigación y que la etapa instructoria haya demorado una década, por ejemplo que se haya tardado en decretar el primer llamado a indagatoria más 6 meses -09/09/07 al 14/03/08- (ver fs. 1 y 86), y lo más notorio y grave a nuestro criterio en perjuicio de la celeridad procesal y de un normal desarrollo de la causa es que del oficio obrante a fs. 226 a la resolución que obra en la fs. siguiente -227- transcurrieron casi 6 años sin ninguna actividad procesal sin ninguna certificación o actuación  que justifique la “paralización” del trámite del legajo, y/o presentación o dictamen alguno del titular de la acción penal en la etapa instructoria en ese plazo solicitando la resolución procesal de los imputados o impulsando la causa, lo que interpretamos como una violación del “Plazo Razonable” establecido en la Convención Interamericana de Derechos Humanos, pacto internacional de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 CN).

 

Este tribunal con la actual integración ya se ha expedido el año pasado en la causa ALCARAZ EXEQUIEL IVAN P/ ROBO AGRAVADO POR COMETERSE CON ARMA-CURUZU CUATIA" Expte. PI1 - 28913/diciendo que: “…Tiene dicho la Comisión Interamericana y la Corte Europea de Derechos Humanos, que debe tenerse en cuenta, además del transcurso en modo exagerado y no razonable del tiempo del proceso (TEDH caso “Pretto”, sentencia del 8/12/1983), las siguientes consignas: a) complejidad del litigio (CIDH caso “Genie Lacayo”, 1997.); b) conducta de las partes y c) la diligencia de las autoridades competentes. Respecto de este último punto, el Tribunal Europeo también ha dejado establecido que el rechazo puede provenir no solo de dilaciones imputables a órganos judiciales sino también de otras instituciones o autoridades (CIDH casos “Martín Moreira” del año 1988, “Capuano” del año 1987 y “Moreira de Azevedo” del año 1990). La Corte en consecuencia, no opta por precisar un plazo determinado en días calendarios o naturales como el máximo de duración aplicable a un proceso, sino que brinda criterios que deben ser evaluados por la judicatura local para precisar si se afecta o no el derecho a la duración de un proceso en un plazo razonable, según las características de cada caso…”.

 

Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del fallo “Mattei” viene sosteniendo el criterio de que prolongar los procesos por un tiempo indeterminado va en contra del derecho de defensa en juicio y del debido proceso legal: “… La garantía constitucional de defensa en juicio incluye el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad ponga término del modo más breve, a la situación de incertidumbre… que comporta el enjuiciamiento penal….” (CSJN 09/03/04 “Roberto E. T. s/ defraudación”, B.898.XXXVI, Fallos 327:327).   

 

En consecuencia, se adoptará un temperamento liberatorio respecto de los encausados Chávez y Ramírez por el delito de vejación que se les atribuye y se dispondrá sus sobreseimientos, conforme lo prevé el art. 336, inciso 4°, del Código Procesal Penal.

           Por lo expuesto consideramos que deberá librarse oficio al juzgado instructor remitiendo copia de la presente resolución recomendando al Sr. Magistrado la observancia y cumplimiento de los plazos razonables en la sustanciación de los procesos futuros conforme a la normativa vigente y ya señalada “ut supra”.

           B. Que atento a la procedencia de prescripción impetrada y que extinguirá la acción penal en la presente causa, el tratamiento de la nulidad del requerimiento de elevación a juicio interpuesta por el Dr. Rómulo Espinoza, defensor de Ramírez  a la cual adhirió la Sra. Defensora Oficial quien asiste al imputado Chávez, se ha tornado abstracto.



Por todo ello el Tribunal RESUELVE:



I.- DECLARAR EXTINGUIDA LA ACCIÓN POR PRESCRIPCIÓN en la presente causa y en consecuencia SOBRESEER a FERNANDO RAFAEL RAMIREZ Y PEDRO CELESTINO CHAVEZ, en orden al delito por el que fue elevada esta causa a juicio bajo la calificación de vejaciones, sin costas (artículos 59, inciso 3°, y 62, inciso 2°, del Código Penal y 336, inciso 4° y 574 y 575 del Código Procesal Penal).



  II.- Líbrese sendos oficios a la Policía de la Provincia de Corrientes remitiendo fotocopia certificada de la presente resolución a los efectos que correspondan en los sumarios administrativos de los nombrados Ramírez y Chávez.



III.- Devuélvase al juzgado de instrucción originario la causa PI1 28459/07 que corre por cuerda, a sus efectos.



IV. Insértese, hágase saber y una vez firme la presente comuníquese a la Policía de la Provincia de Corrientes, al Registro Nacional de Reincidencia y al Juzgado de Instrucción que previno con copia de la presente conforme a lo mencionado en el considerando 3) A. y al Excmo. Superior Tribunal de Justicia conforme a lo dispuesto en el Acdo. N° 22/16, punto 11.



   En su oportunidad, ARCHIVESE LA CAUSA.
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